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POLÍTICAS PÚBLICAS DE EMPLEO.  

LA INTERMEDIACIÓN DE MANO DE OBRA VISTA 

DESDE LOS ACTORES

1.  Introducción

Este artículo se interesa por un aspecto de la gobernanza del empleo, en 
la medida en que el mercado de trabajo se concibe como una institución 
que puede sufrir influencias de actores colectivos organizados, sean esta-
tales, corporativos o sindicales. El aspecto en cuestión consiste en la co-
ordinación que tales actores colectivos son capaces de entablar con el 
propósito de alcanzar un resultado deseable, o más o menos justo, para 
las partes implicadas, a saber: conseguir colocación para los demandan-
tes de empleo y, al mismo tiempo, proveer a las compañías una fuerza de 
trabajo adecuada (productiva) a sus fines económicos. En el medio, el 
Estado –representado por sus niveles nacional, estatal o municipal– bus-
ca encontrar, a través de la implementación de políticas públicas de em-
pleo, una solución que optimice, cuanto sea posible, los intereses de las 
partes.

En ese sentido, bastante amplio y abstracto, se entiende aquí la coordi-
nación social de los actores colectivos. Los mecanismos de esa coordina-
ción dependen de la autonomía, mayor o menor, que posean los órganos 
del Estado para inducir el comportamiento de los agentes colectivos priva-
dos hacia la meta deseada, es decir, el ataque al desempleo y la consiguien-
te inclusión social de una parte de la población que se encuentra en situa-
ción de vulnerabilidad.

La política pública aquí analizada es aquella que se destina a la forma-
ción y cualificación profesionales como factores clave para combatir el de-
sempleo, lo que la literatura especializada ha denominado «políticas activas 
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de empleo», en contraste con las «políticas pasivas de empleo», que se limi-
tan a un papel de mera intermediación de puestos de trabajo (Alves y 
Soares, 1997). Dos grandes proyectos nacionales fueron implementados en 
ese campo en Brasil: el PLANFOR (Plan Nacional de Formación Profesio-
nal), durante el Gobierno de Fernando Henrique Cardoso, y el PNQ (Plan 
Nacional de Cualificación), a partir del Gobierno Lula, en 2003. No está 
entre los propósitos de este artículo hacer un análisis o una apreciación 
crítica de esos proyectos1. El PNQ todavía está en curso en el ámbito del 
Gobierno Federal como uno de los frentes de combate al desempleo. Di-
cho plan será considerado aquí como el vértice de la estructura de las polí-
ticas públicas en este área, en la medida en que sus directrices apuntan a las 
ramificaciones descentralizadas localizadas en el ámbito de la Federación y, 
dentro de ella, de los municipios. Es en la esfera municipal donde se sitúan 
los programas elegidos como objeto de esta investigación, pues es allí don-
de son implementados.

El texto se organiza de la siguiente manera: inicialmente, se presenta 
de forma sucinta el tratamiento teórico de la cuestión. Luego, se pasa a 
una breve explicación sobre los programas de capacitación y cualifica-
ción profesionales, en contrapunto con la intermediación de mano de 
obra, y se explicita allí además la significación de la concertación social 
para el tema de las políticas públicas. A continuación, el artículo se abor-
da más detenidamente a las posiciones de cada uno de los principales 
actores involucrados: las empresas que hacen uso de programas de capa-
citación y formación, la Secretaría Municipal que ejecuta tales programas, 
y el sindicato de una de las ramas de actividad (la metalúrgica) que fue 
objeto de tales programas. Contrastando las razones que cada uno pre-
senta para las vicisitudes de la experiencia de formación y capacitación 
para el trabajo industrial, es posible vislumbrar una rationale que va más 
allá de cada uno de los actores vistos aisladamente. Esta última está ancla-
da en una base bifronte: por un lado, el enorme déficit de cualificación 
profesional de la fuerza de trabajo del país, teniendo presente el tipo de 
industrialización y de desarrollo trazado hasta entonces; y, por el otro, el 
estilo de organización de la empresa y del trabajo en la actualidad, que no 
privilegia la planificación a largo plazo. Finalmente, una discusión sobre 
el módulo dedicado a la ciudadanía en el curso de capacitación y cualifi-
cación del Plan Sectorial de Cualificación (Planseq) cierra el texto. Con 
ella, se busca problematizar el significado del término «ciudadanía» frente 
a una realidad que excluye al trabajador de la sociedad salarial. Una breve 
conclusión propone el concepto de persistencia social como hipótesis ex-
plicativa de la distancia existente entre las expectativas depositadas en los 
planes y el real resultado de su aplicación.

1  Una compilación útil puede encontrarse en el trabajo organizado por Véras (2006). Para una 
discusión, en la literatura brasileña, sobre los antecedentes y los programas de formación 
profesional, sus instituciones y las relaciones entre educación para el trabajo y educación para 
la ciudadanía en un contexto de reestructuración productiva, véase, además de Alves y Soares 
(1997), Manfredi (2006).
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2.  ¿Mercado de trabajo o Mercados de Trabajo?

Es sabido que muchas instituciones se han establecido como intermediarias 
entre el empleador y el demandante de empleo. En otras palabras, la imagen 
de un mercado de trabajo no contaminado por instituciones (asociaciones de 
la sociedad civil, ONG, sindicatos, iglesias, el llamado «Tercer Sector», además 
del propio sector público) se encuentra bastante alterada. En el Reino Unido, 
por ejemplo, los job centres se han multiplicado por el país como forma de 
dinamizar un mercado de trabajo en compás de espera de alguna recupera-
ción económica, tras tantos puestos de trabajo perdidos con la deslocaliza-
ción de las fábricas o simplemente por el desempleo tecnológico (Davies, 
2008). La imagen de un mercado que se autorregula, oferta y demanda ajus-
tándose automáticamente –empleadores de un lado, trabajadores del otro– 
no parece ser sustentable para el funcionamiento de una sociedad sin crisis o 
sobresaltos. Curiosamente, la noción de asociaciones intermedias para pro-
mover lazos de solidaridad, que en Durkheim (1978) tomaba la forma de una 
solidaridad orgánica, con la revalorización moderna de las corporaciones de 
oficio, no está hoy del todo desprovista de plausibilidad.

En Brasil, desde hace algunos años se vienen desarrollando una serie 
de programas de inserción que promueven una separación social explí-
cita del mercado de trabajo, pretendiendo funcionar como intermedia-
rios entre el mercado (empresas), de un lado, y la población que busca 
empleo e ingresos, del otro. Tal vez el conjunto de programas más cono-
cido sea el emprendido por la Alcaldía de São Paulo, en la gestión 2000-
2004 (Pochmann, 2005). Hoy, el espíritu de esos programas está amplifi-
cado a nivel nacional. De ese conjunto de programas, el que va a interesar 
a este trabajo es el programa de cualificación profesional, pues sería el 
que reúne los requisitos de la cuestión teórica –cómo se comportan las 
instituciones en una sociedad de mercado cada vez más global– y de los 
objetivos específicos –hacia dónde van y cómo son empleados los de-
mandantes de empleo que se presentan en los puestos de asignación/
recolocación profesional, es decir, cómo las empresas aprovechan o no a 
esa población.

Con esa última pregunta, se despliegan varias cuestiones. Por ejemplo, 
un estudio de las cualificaciones requeridas por las empresas en contrapo-
sición con el entrenamiento inducido o realizado directamente por los ór-
ganos del poder público o cualquiera de las asociaciones civiles que se 
encargan de ese ámbito. Hoy se sabe que las empresas se están pautando 
por evaluaciones de competencias y particularizando su stock de cualifica-
ciones, de forma tal que debe ser difícil –una hipótesis– hacer que el traba-
jador formado por agencias públicas se «encuadre» entre los requisitos exi-
gidos por ellas. Estos requisitos pueden ser a veces técnico-profesionales, 
pero muchas veces pueden ser también completamente sociales o arbitra-
rios. Por lo tanto, el foco del artículo no es el programa de inclusión social 
en sí mismo, ni la medida de su eficacia como política pública, sino la rela-
ción entre una iniciativa de la sociedad que reacciona y «se protege» –en el 
sentido que Polanyi (1980) le da a ese término– y el «molino satánico», re-
presentado por las empresas y su lógica económica.
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3. � Los programas de capacitación y cualificación profesional 

y la concertación social

Los programas de capacitación y cualificación profesional concebidos en el 
ámbito nacional (PNQ) son de diseño variado, oscilando según el público-
objetivo, los criterios de elegibilidad, la duración del curso, los aliados in-
volucrados y el área de incidencia (si es territorial o sectorial). Por ejemplo: 
Planteq2 está basado en la localidad o territorio (municipio), mientras que 
el Plan Sectorial de Cualificación (Planseq) está basado en el sector de acti-
vidad. Son dos puntos de partida diferentes, pero ambos presentan caracte-
rísticas muy parecidas en su funcionamiento interno: número de horas-cla-
se (doscientas); currículo; grado de exigencia de este último; participación, 
en su elaboración, de los actores sociales, representados por el capital y el 
trabajo; etc. Existe además el Proesq (Proyecto Especial de Cualificación y 
Certificación Profesional), que realiza investigaciones y estudios en el área 
de cualificación social y profesional.

En la presente contribución se tomará como estudio de caso el Planseq, 
tanto del sector metalúrgico como de la construcción civil, en un importan-
te municipio de la Gran São Paulo, puesto que su implementación es des-
centralizada. La elección del sector metalúrgico no ha sido aleatoria, sino 
que se ha basado en su significación al mismo tiempo económica, social y 
simbólica. Económica y social porque la región3 ha sido siempre, juntamen-
te con la del Gran ABC4, un importante polo industrial, particularmente el 
complejo metalmecánico, y fue también donde tuvieron lugar movimientos 
huelguistas históricamente emblemáticos para la trayectoria del sindicalis-
mo brasileño. Simbólica porque, para la población que busca empleo, ser 
contratado por una gran empresa metalúrgica representa seguridad, salario, 
y razonable posibilidad de aprendizaje, con una fijación ulterior en el mer-
cado de trabajo, siendo esa, en definitiva, la gran meta perseguida por di-
cha población5.

Hoy se discute mucho sobre el desplazamiento de la vocación industrial 
del municipio estudiado hacia el sector servicios, hostelería y turismo6. En 
ese sentido, el sector de metalurgia estaría en franca decadencia, con plan-

2  Plan Territorial de Cualificación.
3  Por cuestiones de confidencialidad, todas las referencias a nombres propios han sido omiti-
das o modificadas, según el caso, a fin de no identificar a los informantes.
4  Santo André, São Bernardo do Campo y São Caetano.
5  El significado del empleo en el sector metalúrgico no es válido solo para localidad en cues-
tión, sino que se puede afirmar que es una referencia para las capas más pobres de la pobla-
ción que busca trabajo, a pesar de las enormes transformaciones por las que ha pasado el 
sector en los últimos años. En nuestras entrevistas, eso ha resultado evidente. Los hallazgos de 
Tomizaki (2007) para la región del ABC paulista, por ejemplo, son extensibles al municipio 
que nos atañe: «[…] en el ABC paulista ser obrero no es peyorativo, al contrario: ser obrero 
metalúrgico de una ensambladora de automóviles todavía significa ocupar un espacio relativa-
mente privilegiado entre los demás obreros de la región y del país.» (Tomizaki, 2007: 174).
6  Estas informaciones fueron obtenidas por medio de una serie de conversaciones con gesto-
res y técnicos de la Secretaría del Municipal de Trabajo e Ingreso, durante las visitas allí reali-
zadas entre los años de 2009 y 2010.
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tas abandonando el municipio e importantes referencias fabriles de la re-
gión cerrando las puertas o cambiando su estructura en favor de instalacio-
nes menores, tercerizando secciones o siendo objeto de privatizaciones y 
transferencia de propiedad de capital. Todo ese movimiento más general 
del tejido industrial afecta sobremanera las condiciones del mercado de 
trabajo local. Basado en tal diagnóstico, la oferta de cursos de capacitación 
profesional por parte de la Secretaría Municipal de Trabajo e Ingreso7 ha 
sufrido un cambio de orientación. Sin embargo, tal juicio no parece haber 
afectado la percepción de los actores en busca de trabajo, pues estos últi-
mos cargan aún con la memoria de las referencias que valoran el «viejo» 
empleo industrial.

El sector de la construcción civil, por su parte, representa hoy el «nuevo» 
empleo disponible, en función de su conexión tanto con las políticas gu-
bernamentales de aceleración del crecimiento –lo cual inyecta recursos a 
obras de infraestructura de todo tipo–, como con la orientación hacia el 
sector de servicios, hotelería y turismo de eventos mencionada más arriba.

Los planes regionales de cualificación profesional prevén la formación de 
comisiones de concertación de formato tripartito, que funcionarían como 
agencias de consultoría y de inducción de prioridades afrontar a nivel local, 
en lo concerniente a las estrategias de combate al desempleo. Tales comisio-
nes de concertación se encajan en un ropaje de política deliberativa que re-
conoce la necesidad de incluir a los principales actores colectivos organiza-
dos en la resolución de los asuntos públicos, dejando de encararlos solo 
como receptáculos pasivos de la decisión gubernamental. Desde hace algún 
tiempo, el tono dominante en el campo de las relaciones de trabajo viene 
siendo el del predominio de la concertación social sobre el conflicto abierto 
entre las clases, en tanto estrategia inicial de la negociación colectiva (Véras, 
2007; y, para una visión crítica: Antunes, 2007). Pese a que tal estilo de nego-
ciación no significa la anulación o renuncia del conflicto estructural de clases 
(Oliveira, 1994), claramente apaciguó la carga de animosidad y distancia ins-
titucional entre el capital y el trabajo. Hoy, la búsqueda del diálogo, con sus 
rondas de discusión, foros, encuentros temáticos y una variedad de espacios 
públicos donde líderes empresariales y sindicatos se encuentran a menudo, 
es más regla que excepción –por lo menos en el ámbito de las principales 
centrales sindicales del país (Cardoso, 2003).

Se puede afirmar que tal espíritu de democracia deliberativa se transfirió 
a las políticas de combate al desempleo, con su diseño descentralizado y su 
insistencia en «oír a los actores interesados», haciendo notar que una orien-
tación desde abajo hacia arriba debería prevalecer sobre el antiguo hábito 
autoritario del Estado brasileño, con sus decisiones desde arriba hacia aba-
jo –reclamo frecuente de los movimientos sociales en su relación con los 
poderes públicos–. Las Comisiones de Concertación, en el ámbito del Plan-
seq, y las Comisiones de Empleo de alcance municipal, regional o de los 
estados, en el marco del Planteq, son ejemplares de ese espíritu.

7  La designación correcta del órgano es otra, aunque, por las razones expuestas en la nota n.o 3, 
se mantuvo una designación genérica y neutral, que identifique, empero, su competencia.
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3.1. � Los programas de capacitación y cualificación en el marco  

de Sistema Público de Trabajo, Empleo e Ingreso

Los programas de capacitación y cualificación profesional deben verse 
como parte de una red más amplia, el Sistema Público de Trabajo, Empleo 
e Ingreso. Este último está dividido en dos grandes líneas. La primera es 
la intermediación de mano de obra propiamente dicha, que responde a la 
demanda directa de la empresa. Esta puede ser de dos tipos: la intermedia-
ción pura y simple, es decir, encontrar a alguien para el puesto vacante; o 
promover la capacitación del trabajador, por medio de cursos de reciclaje, 
actualización o formación profesional. La capacitación, por su parte, es va-
riable en amplitud, pudiendo llegar hasta 1.760 horas de curso, según la 
demanda para ciertos grupos específicos.

La segunda línea de actuación incluye otros programas de transferencia 
de ingreso, tales como el seguro-desempleo, cualificación social y profesio-
nal, microcrédito, economía popular y solidaria, y orientación profesional8. 
El problema del empleo es atacado de la forma más amplia posible, conside-
rando no solo el mercado formal sino también el informal. El foco, más que 
la condición de estar o no empleado con registro formal, es el ingreso obte-
nido a partir de cualquier tipo de ocupación, al igual que el ingreso que 
permite la supervivencia del trabajador y su familia, cuando cesa la actividad.

Mecanismos de protección o de «bienestar social» son aquellos que tra-
dicionalmente permiten la supervivencia fuera del trabajo del contingente 
de trabajadores que, por circunstancias fuera de su control, fueron aparta-
dos del mercado de trabajo. El seguro-desempleo entra en esa categoría. 
Sin embargo, a los clásicos mecanismos de «bienestar» se suman las alterna-
tivas de empleo e ingreso para una población trabajadora que, afectada por 
los estándares más exigentes del mercado de trabajo de los tiempos actua-
les, es desplazada hacia sus márgenes. Entran en ese listado la cualificación 
social y profesional, el microcrédito, la economía popular y solidaria y la 
orientación profesional. Formas llamadas «atípicas» de empleo que ponen 
en evidencia la incapacidad del mercado formal de trabajo para absorber 
por sí solo el contingente represado de la población económicamente activa; 
en ese sentido, es preciso incluir en el sistema público de combate al des-
empleo programas que contemplen la realidad de una importante parte de 
la población que, sin el horizonte de participación estable en el mercado 
de trabajo, no necesariamente se encuentra privada de ingresos. En esa 
estrategia integrada entran los programas sociales de concesión de benefi-

8  Alternativas de empleo e ingreso es la designación utilizada en Brasil para las formas de 
obtención de ingreso que no dependen necesariamente del paso por el mercado de trabajo 
formal (Alves y Soares, 1997; Guerra et al., 2008; Saul et al., 2006b). Se incluyen entre estas 
formas la economía solidaria, el microcrédito y el emprendedorismo personal o familiar. La 
economía solidaria se apoya en iniciativas de fundación y mantenimiento de cooperativas de 
trabajadores en distintos rubros, y existe alrededor de la misma un amplio debate en la actua-
lidad. El microcrédito es un tipo de programa especialmente destinado a la población que 
históricamente no tenía acceso, por razones económicas, a préstamos bancarios. El empren-
dedorismo estimula la creación de pequeños negocios que movilizan redes de proximidad y 
recursos propios, ya sean éstos económico o sociales.



100

art



íc

u
l

o
s

S
T

79
cios (transferencia de ingreso), tales como el Bolsa Familia, el Ingreso Ciu-
dadano, el Ingreso Mínimo etc., así como la integración municipalizada de 
su gestión. La visión subyacente es la de que los verdaderos problemas que 
hay que afrontar «no están localizados en el trabajo, sino en la periferia del 
trabajo», según evalúan los formuladores de la política pública para el área9.

3.2. � El diseño de la investigación

Se buscó entrevistar a los actores representativos de las empresas que for-
maron parte del programa de cualificación. Ese es un aspecto poco aborda-
do en los trabajos que se dedican a evaluar la efectividad de ese tipo de 
política pública; en general, el foco está dirigido a los egresados o exedu-
candos, pero casi ninguna información proviene de ese importante actor 
social que son las propias empresas (Saul et alii, 2006a) –después de todo, 
son ellas las que van a, teóricamente, absorber a la población entrenada– 
completando así el círculo virtuoso desempleo/subempleo ➠ formación 
profesional ➠ empleo. Para el recorte de investigación acotado al mencio-
nado municipio de la Gran São Paulo, se han elegido dos sectores: metalur-
gia y construcción civil. Ambos estuvieron incluidos en los acuerdos tripar-
titos en el municipio, habiendo sido elegidos tras discusión en el ámbito de 
la Comisión Municipal de Empleo. Se trata de sectores clave en la economía 
local. El primero, como se ha mencionado anteriormente, está vinculado al 
pasado reciente, puesto que la localidad era parte del «cordón industrial» de 
la Gran São Paulo hasta entrada la crisis de los años 1980, y tenía un impor-
tante peso en la economía del estado de la federación, además de estar li-
gado a la tradición de lucha obrera y sindical del país (Weffort, 1972). El 
segundo está más bien vinculado a la tendencia actual de crecimiento eco-
nómico impulsado por los programas gubernamentales de estímulos a 
obras de infraestructura urbana y de vivienda.

El acceso a las empresas, empero, no ha sido fácil. Tan solo dos com-
pañías de la rama metalúrgica que estuvieron integradas al programa han 
sido directamente localizadas y han brindado información y evaluaciones 
sobre su participación en el mismo: la primera, de capital nacional, es hoy 
uno de los principales grupos privados del país en el rubro producción de 
aceros largos, con activa inserción internacional. Está situada en la zona 
aledaña del municipio y genera gran absorción de mano de obra especia-
lizada del sector. La entrevista con el gerente responsable del área se ha 
realizado por vía telefónica. La segunda empresa, de origen alemán, es 
también una de las referencias del empleo industrial en la región. Se trata 
de una productora de autopartes para motocicletas y herramientas de uso 
universal. La entrevista se ha llevado a cabo en las dependencias de la fá-
brica. En ambos casos, la contratación basada en el curso del Planseq fue 
nula (salvo un caso, en esta última empresa, pero por razones que no obe-
decen al requisito principal del curso). La primera empresa ha alegado una 

9  Entrevista con una técnica responsable para la implementación del programa, de la Secreta-
ría Municipal de Trabajo y Empleo, marzo de 2009.
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no confluencia temporal entre la demanda de mano de obra que la llevó a 
buscar el Planseq y el resultado final del programa, ya que la finalización 
del curso se dio después de pasada la necesidad del mercado interno. La 
segunda empresa fue más directa al mencionar la incompatibilidad entre 
el grupo de egresados del programa público de formación y las necesida-
des internas del proceso de trabajo, arguyendo que suele contratar y for-
mar a su propia fuerza de trabajo, haciendo uso además de la rotación 
«natural» que se da en esa esfera, lo cual hace que muchos trabajadores que 
han sido despedidos en algún momento vuelvan a trabajar en la compañía 
en momentos de alta producción.

Otros dos actores sociales importantes ayudaron a componer un pano-
rama comprensivo de la formación profesional y de las exigencias reales de 
cualificación del sector: la escuela del SENAI (Servicio Nacional de Apren-
dizaje Industrial), mantenida por la federación de los sindicatos patronales, 
que representa la principal formadora de mano de obra cualificada para la 
industria en Brasil, y por el sindicato de metalúrgicos del municipio, que 
dispone de una asesoría informada y presente en esos asuntos. En ambos 
casos se han hecho visitas y entrevistas con cuadros que han lidiado direc-
tamente con el Planseq. En el caso del SENAI, el coordinador responsable 
para los equipos formados por egresados del programa; en el caso del sin-
dicato de metalúrgicos, una asesora y el presidente del sindicato.

En lo que respecta a la construcción civil, las principales informaciones 
sobre el sector fueron obtenidas indirectamente, a través de los técnicos de la 
Secretaría Municipal del Empleo10. Hubo varias citas, durante los años de 
2009, 2010 y 2011, con esos técnicos y funcionarios de la Secretaría. Estos 
confirmaron, además, los datos de las otras fuentes del sector metalúrgico. 
Tal conjunto de informaciones, al fin y al cabo, fue suficiente para trazar sa-
tisfactoriamente el mapa de las cuestiones que orientaron la investigación.

En lo concerniente a los exalumnos, las dificultades de acceso no fueron 
menores. De la lista ofrecida por la Secretaría Municipal de Trabajo e Ingreso, 
de 17 alumnos del Plansec-Metalurgia, fue posible localizar y entrevistar a 
ocho. Seis de esas entrevistas se realizaron en el domicilio de los informantes 
y dos en sitios neutrales (la universidad y una plaza pública). La muestra no 
obedece a criterios de representatividad puesto que resulta imposible obte-
ner información del total del universo de los educandos. En este sentido, la 
relevancia científica de la investigación reside en el abordaje cualitativo y 
comprensivo del material recolectado mediante entrevistas.

Una rápida sociografía del grupo enseña que de los ocho entrevistados, 
seis son hombres y dos son mujeres. La edad no parece ser muy determi-
nante en la clasificación generacional. Podemos dividir al grupo entre «jó-

10  No se han hecho entrevistas directas, por lo tanto, con los actores colectivos del sector: 
educandos, empresarios, sindicalistas y profesores, tal como se han hecho en el sector meta-
lúrgico. Las razones para ello fueron la indisponibilidad de un listado de las empresas, al igual 
que de los educandos, y en el papel menos activo que tuvo en el programa el sindicato de 
trabajadores de este sector, si se lo compara al del sector metalúrgico. No obstante, tales acto-
res podían ser encontrados cuando de las reuniones mensuales de las Comisiones Municipales 
de Empleo.
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venes» y «maduros», según un criterio menos de edad que de constitución o 
no de familia propia. Así, tenemos un cuadro genéricamente separado en-
tre tres «maduros» (esto es, con cónyuge e hijos en el mismo domicilio) y un 
grupo que va de la juventud hasta los 30 años aproximadamente. En cuanto 
al criterio de situación conyugal, al momento de la entrevista, tres estaban 
casados con hijos, una soltera con hijos, dos solteros sin hijos, un divorciado 
con hijos y una que no fue posible especificar. Con respecto a la escolari-
dad, es posible afirmar que casi todos tienen el secundario completo –solo 
en un caso esa información no era segura (porque no se podía saber si el 
curso técnico mencionado correspondía o no a la enseñanza secundaria)–. 
Tres se encontraban cursando la universidad –todos la carrera de adminis-
tración de empresas–. Todos viven en barrios de la región, confirmando el 
carácter local del programa de cualificación.

El curso del Planseq tuvo lugar en el año 2006, por lo cual la informa-
ción aquí recolectada debe tener en cuenta el intervalo temporal de la situa-
ción de los entrevistados en el momento que hacía el curso y el momento 
en que concedieron la entrevista. Esta observación es particularmente váli-
da para los puntos de situación conyugal y escolaridad.

4. � Actores sociales y conflictos de entendimiento  
en la implementación de las políticas

Cuando se observan las instituciones que estarían encargadas de llevar a 
cabo, a nivel municipal, las políticas de trabajo, empleo e ingreso, se perci-
ben, en seguida, conflictos de competencias que traducen puntos de vista 
no convergentes sobre la implementación de esas políticas.

Los sindicatos no gozan de una aceptación tranquila como instituciones 
encargadas de promover la intermediación de mano de obra. Si es cierto 
que tal papel puede ser justificado bajo el argumento de que esa es una 
atribución típica de los antiguos sindicatos de corporación de oficio, socie-
dades de ayuda mutua, o de sindicatos industriales que se valían de la cláu-
sula del closed shop (empleo solo para los trabajadores sindicados), en el 
presente ese rol es contestado por las demás esferas del poder público, que 
se ven a sí mismas como instituciones más adecuadas para dicha finalidad. 
Más allá de una cuestión de principios, hay que tener en cuenta la realidad 
histórica del país: en primer lugar, una realidad específica de larga dura-
ción, en la que la institución sindical forma parte del diseño corporativo de 
Estado (incluso el «nuevo sindicalismo» se encuentra, todavía, organizativa-
mente enredado en él); en segundo lugar, una realidad específica de corta 
duración, cuando las centrales sindicales pasaron a ser cogestoras del im-
portante Fondo de Amparo del Trabajador, el FAT (a partir de la Constitu-
ción de 1988). Esos dos marcos vuelven problemática la reivindicación del 
sindicato como una institución apropiada para realizar la intermediación de 
la mano de obra: primero, porque puede reforzar una comprensión «clien-
telista», por parte de la base, sobre las funciones del sindicato; segundo, 
porque genera desconfianza de una estrategia oportunista que busca lle-
varse una parte importante de los recursos del FAT, una vez que este último 
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destina fondos a instituciones que promuevan cursos de capacitación pro-
fesional con el objetivo de facilitar la inserción en el mercado de trabajo.

Por otra parte, los órganos gubernamentales reclaman para sí el mismo 
papel. Dentro de ese universo, los municipios reivindican su situación pri-
vilegiada para poner en funcionamiento las políticas de empleo, debido a 
su enraizamiento local.

La yuxtaposición de competencias también es un problema frecuente, y 
que genera un desperdicio de recursos y una dispersión poco eficiente de 
los programas: algunas veces llegan a sobreponerse varios órganos simul-
táneamente realizando intermediación de mano de obra (los niveles fede-
ral, estatal y municipal de los poderes públicos, las centrales sindicales y, 
finalmente, las agencias privadas). Una estructura montada de esa manera 
no le facilita la vida al demandante de una plaza en el mercado de trabajo, 
una vez que puede encontrar al mismo oferente en más de una fuente 
(puesto de la alcaldía, puesto de la central sindical A o B, puesto del Estado 
etc.), además de causar la duplicación (como mínimo) de catastros, pérdida 
de tiempo, gasto inútil de inversión personal en compañías que ya habían 
«salido» del sistema por la atención a la demanda anteriormente, además de 
otros trastornos.

La defensa de la municipalización de la intermediación de mano de obra 
parte de la idea de racionalización del servicio, posibilitando un ataque más 
organizado a ese grave problema social que es el desempleo, trayendo 
como resultado una mejora en la calidad de la prestación. Además de ello, 
desestimula la proliferación de agencias privadas de intermediación, hasta 
entonces preferidas por el empresariado, debido tanto a la –hasta ahora– 
ineficiencia pública y a la característica, por así decirlo, más «customizada» 
de la demanda empresarial (para cuyo suministro las agencias privadas se 
mostraban más ágiles).

La idea subyacente es de que cuanto más se imponen la calidad y la 
eficiencia en la intermediación, más las empresas pasan a preferir al agente 
público en lugar del privado, una vez que parte del impuesto abonado, vía 
COFINS11, va al FAT, que por su parte es la fuente de financiación de los 
programas de inclusión, trabajo e ingreso, de manera que el círculo de cie-
rra y repone una racionalidad que sería capaz de colmar las expectativas de 
los intereses tanto del trabajo como, también, del capital. En otros términos, 
a medida que la intermediación pública se muestra exitosa, refuerza el pa-
pel del órgano público en la oferta de servicios públicos, siendo el munici-
pio el nivel más apropiado para ese fin. El problema de esa visión puede 
estar en una consideración muy estrecha del territorio como espacio social 
donde tiene lugar el desempleo.

El ámbito municipal pierde de vista los bordes que van más allá de su 
circunscripción geográfica precisa: muchas veces estos se expanden en 
un espacio vital que puede ser de vivienda, de tránsito, o de fijación del 
lugar de trabajo (entre otros aspectos), y que se sale del horizonte senci-
llamente porque no pertenece a la definición física del «municipio». Si el 

11  Contribución para la Financiación de la Seguridad Social. Contribución tomada de las em-
presas.
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municipio ensancha su frontera hacia la «región», participa de una defini-
ción más realista.

El poder público municipal responde a esa objeción con el argumento 
de que, al contrario, es exactamente la calidad del servicio prestado lo que 
puede funcionar como un atractivo para la fijación de empresas allí, en lu-
gar de su desplazamiento hacia otras áreas. De esa manera, el Estado ten-
dría un papel activo (y no solo reactivo) en la definición de los contornos 
de lo que sería entonces un mercado de trabajo local.

Sin embargo, es difícil establecer una relación directa entre el refuerzo 
de la calidad de la oferta de mano de obra local y la fijación de las empre-
sas: es posible conjeturar que la relación pueda ser incluso, inversa, una vez 
que mejores condiciones de empleabilidad (esto es, una mano de obra cua-
lificada) pueden significar también mayor costo del factor trabajo, y a me-
nudo las empresas reaccionan contra esa tendencia, mudándose a otro 
lugar. Sea como fuere, la lógica de la mejora del servicio público de inter-
mediación de mano de obra contribuye a una regulación del mercado de 
trabajo, en la medida en que anula el movimiento errático observado hasta 
entonces, con la proliferación de agencias privadas y soluciones ad hoc por 
parte de las empresas.

4.1.  Las empresas y la intermediación de mano de obra

La prestación municipalizada tiene entre sus principales herramientas el 
Portal del Trabajador, un servicio centralizado mantenido por la Alcaldía, 
con el catastro de todos los demandantes de empleo que hayan accedido a 
la Secretaría Municipal de Trabajo e Ingreso12. El Portal del Trabajador fun-
ciona como un filtro para las empresas que buscan mano de obra. Al recu-
rrir al Portal, estas pueden ahorrarse un penoso proceso interno, con mul-
titudes acudiendo a la puerta de la fábrica para competir por un puesto. El 
Portal provee el material humano adecuado por medio de una consulta a 
su propio catastro, posibilitando a la compañía no aparecer públicamente 
(periódicos; carteles externos de «Se selecciona» o «Hay plazas») como de-
mandante de trabajo. Visto desde afuera del sistema de catastro unificado, 
la discreción del procedimiento hace parecer que no ocurre nada.

Desde otro ángulo, el Portal se puede mostrar de poca utilidad para las 
empresas. El perfil del demandante de empleo que se dirige al Portal no se 
encaja en el tipo de empleado que las empresas persiguen. Este último 
debe tener experiencia –si es en el área demandada mejor–, ser joven y 
poseer un nivel de escolaridad lo más alto posible. La mayor parte de la 
población que está registrada en el Portal no cumple con esas exigencias. 
Las empresas prefieren, por lo tanto, buscar directamente en el mercado de 
trabajo. Sería necesaria una inducción deliberada, proveniente ya sea del 
órgano público, ya sea de los sindicatos de trabajadores, a fin de modificar 
el cuadro prevaleciente, resultado de la inercia que viene imperando en ese 

12  Para una caracterización del Portal del Trabajador, véase Guerra et alii, 2008: 115-134.
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campo. La idea de concertación social, traducida en las comisiones triparti-
tas a nivel municipal, tiene justamente ese propósito.

Es difícil, empero, interferir en la vida privada de las empresas. Estas 
últimas poseen una «temporalidad» propia, dinámica, que la «temporalidad» 
de la formación de los cursos de cualificación profesional (Planseq, Plantec 
y otros) sencillamente no logra acompañar. Si bien los cursos de cualifica-
ción sectorial responden a las requisiciones hechas por las propias empre-
sas, es posible que la duración de los mismos se muestre muy larga, hacien-
do que las compañías tengan que recurrir a las fuentes más inmediatas para 
la contratación, cuando la situación económica así lo exija, sobre todo si el 
ciclo de negocios está –como lo estuvo hasta 2008–, en fase ascendente.

Tal argumento, que a primera vista puede parecer resultado de un error 
de cálculo en términos de planificación, no expresa más que la situación 
estructural en la que está inserta la relación entre capital y trabajo: siendo la 
imprevisibilidad parte de la naturaleza misma del régimen económico, 
nada puede certificar que las condiciones prometidas al inicio serán mante-
nidas al final del acuerdo. En 2008, por ejemplo, la crisis financiera que 
afectó a las economías capitalistas del Centro, redujo los pedidos para sec-
tores importantes que están situados en el municipio. El sector metalmecá-
nico es uno de ellos. Una importante fábrica de capital nacional13 simple-
mente no pudo cumplir con lo prometido, a saber, contratar un número 
determinado de alumnos del Planseq, pues estaba inclusive eliminando 
puestos de trabajo.

Aunque el argumento puede no ser completamente riguroso, por lo me-
nos en lo que atañe específicamente al Planseq-Metalurgia, que tuvo su 
último curso en 2006, es en general válido. La razón de fondo está, de he-
cho, en la incompatibilidad entre, por un lado, el perfil social y profesional 
del trabajador demandado por las empresas y, por otro lado, aquel dispo-
nibilizado por el curso. Perfil social: escolaridad deficiente, no familiaridad 
con tecnologías de información y comunicación, ausencia de referencias 
sociales ofrecidas por personas conocidas, la condición de pobreza, la edad 
avanzada – la lista es tan solo ilustrativa. Perfil profesional: falta de contacto 
con funciones y tareas fundamentales para el puesto. El cuadro que apare-
ce es el de una verdadera disyuntiva entre el mercado de trabajo que las 
personas conciben cuando se refieren a ese concepto, y el mercado de 
trabajo realmente existente, que es aquel al cual se aboca la intervención 
pública. La población visada como objeto preferente de «inclusión» no es 
aquella que las grandes empresas del sector metalmecánico –al igual que 
las de otros sectores que demandan mayor cualificación de la fuerza de 
trabajo– buscan atraer.

Ésta es una fuente siempre recurrente de desajuste, incluso en un esce-
nario favorable de diálogo y entendimiento entre los actores sociales.

Un ejemplo concreto, extraído de una importante metalúrgica de la re-
gión que participó del Planseq como aliada, ilumina todo tipo de limitación 
implicada en las iniciativas de política pública de empleo. La empresa en 

13  Véase nota 3.
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cuestión14 aprovechó apenas al egresado de los 60 currículos que le llega-
ron. Según la aclaración del responsable del área de personal, el sector de 
herramientas no era el foco central de la cualificación fabril, sino la forja. 
Para esta última, bastaba el entrenamiento rápido realizado en el mismo 
lugar de trabajo: «Forja no necesita gran especialización». Mientras el Plan-
seq volcaba matriceros en el mercado local, la fábrica aprovechaba los 
Auxiliares de Forja, formados allí, con cursos dictados por los ingenieros de 
la empresa y administrados por el SENAI. Auxiliar de Forja sería «un buen 
lugar para el primer empleo, para ocupar esos cargos de base, pues no de-
manda tanta cualificación». Es más fácil la formación interna que el aprove-
chamiento de formados afuera.

De esa manera, la oferta del Planseq no tuvo mayor impacto. La empresa 
se queja de la falta de un «vínculo» mayor con la Secretaría Municipal de 
Trabajo e Ingreso15. De lo contrario, el aprovechamiento de los egresados 
obedecería a un criterio eminentemente coyuntural: «depende de la dispo-
nibilidad del puesto». Sin embargo, yendo más a fondo en el formato de or-
ganización de la compañía, se percibe que la dificultad de planificación no es 
un elemento contingente y eventual de ella en particular, sino una caracterís-
tica recurrente del negocio (la metalúrgica es especializada en provisión de 
autopartes para los fabricantes de motocicletas, entre otras secciones con 
participación menor en la cartera de clientes). El sector de herramientas de la 
empresa depende del cliente, o sea, trabaja según el stock. No hay una plani-
ficación a largo plazo que desemboque en una suerte de plan de formación 
de la fuerza de trabajo: los stocks van bajando y la empresa va produciendo 
según la baja de los stocks. «No existe una visión futura, del tipo «en cinco 
años, quiero tener x personas». Eso realmente no existe» –dice el interlocutor 
de la empresa–. El turn-over también es alto para los cargos más bajos. Pero 
el nivel salarial es considerado bueno en la región, muchos de los que han 
quedado cesantes o han salido por voluntad propia terminan volviendo.

El ejemplo de la empresa metalúrgica no invalida el diseño concertado 
de la política, pero señala la necesidad de controlar niveles más finos de 
coordinación, no previstos en la planificación original, al igual que los lími-
tes de esa planificación.

4.2. � La Secretaría Municipal de Trabajo e Ingreso  
en la intermediación de mano de obra

La comparación del Planseq-Metalurgia (2006) con otros planes sectoriales 
lanzados en el mismo municipio explica ciertos desacompasamientos ge-
néricos observados en la intermediación pública de mano de obra16. Den-

14  Empresa fabricante de herramientas mecánicas de uso universal y de autopartes para moto-
cicletas, de larga implantación en la región.
15  Un ejemplo del «vínculo» mencionado sería el programa Menor Aprendiz. El vínculo, en este 
caso, puede ser interpretado como una forma mínima de integración empresa-órgano público.
16  Los dos otros sectores contemplados, además del Metalúrgico, fueron el Químico (2005-
2006) y el de Construcción Civil (2009).
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tro del espíritu de integrar las diversas políticas públicas –trabajo, empleo e 
ingreso– en una misma localidad, racionalizando los esfuerzos y los recur-
sos, la Construcción Civil aparece como un caso paradigmático, por dos 
motivos. Primero, por la vinculación al PAC (Política de Aceleración del 
Crecimiento del Gobierno Federal) en el Municipio, esto es, a las obras 
previstas para tener lugar en el Municipio. Segundo, por la vinculación al 
Programa Bolsa Familia, también del Gobierno Federal: los entrenados ten-
drían que ser reclutados entre los beneficiarios del Programa. En este últi-
mo caso, la unidad de medida a efectos del seguimiento del curso de for-
mación profesional es la familia, y no el individuo, o sea, en el caso que de 
algún miembro de la familia del beneficiario esté desempleado, estará au-
tomáticamente acreditado para participar del curso. La idea general es pro-
veer alternativas de trabajo, empleo e ingreso a un público que, en su ma-
yoría, no ha pasado por la experiencia de ser asalariado formal.

La implementación del Planseq17 en el Municipio no está exenta de per-
cances. En el caso de la construcción civil, uno de los problemas detectados 
en esa esfera fue de carácter logístico: los recursos del PAC llegan solo des-
pués del inicio del curso, de modo que cuando los recién graduados están 
aptos para ser absorbidos por el mercado de trabajo, no hay demanda. Por 
otro lado, lo contrario también puede ocurrir: el curso se inicia solo des-
pués de los recursos del PAC, pues estos llegan primero y los del Planseq se 
demoran, impidiendo a las constructoras cumplir con la promesa de contra-
tación de los graduados.

Algo análogo ocurrió con el Planseq-Metalurgia: la urgencia de contrata-
ción de mano de obra cualificada no acompaña el ritmo del curso, que, por 
esa razón, es visto como poco ágil y «lento» en la provisión de trabajadores. 
Se da un desacompasamiento entre dos temporalidades: la temporalidad de 
la formación del público potencialmente contratable, que se hace en el ám-
bito del curso de formación profesional de 200 horas, y la temporalidad del 
demandante de la fuerza de trabajo, que son las empresas. El ajuste de esas 
temporalidades descompasadas en la intermediación de mano de obra pre-
supone una planificación más ajustada, que sea capaz de compatibilizar la 
lógica privada y la lógica gubernamental. El Proyecto Metalurgia terminó 
siendo devuelto al Ministerio de Trabajo y Empleo (MTE) y CODEFAT, en 
2010, con diagnóstico y justificativa sobre las razones de su abandono18.

17  El paso inicial para hacer el curso del Planseq es estar registrado en la base de datos de la 
Secretaría de Trabajo e Ingreso del Municipio. Un mix de tres indicadores es utilizado para 
identificar una demanda específica de formación profesional: un análisis de la situación del 
mercado de trabajo local (para lo cual se puede recurrir a datos de la RAIS y del CAGED), una 
encuesta propia centrada en el interés de los trabajadores por cualificarse, y finalmente un 
análisis sobre la cantidad de puestos vacantes y la dificultad de rellenarlos, donde se pueden 
reconocer las carencias mayores, por sectores de actividad.
18  El período transcurrido entre 2006 (cuando tuvo lugar la única versión del Planseq-Metalur-
gia en el municipio) y 2010 (cuando se devolvió en proyecto) refleja justamente el tiempo de 
incertidumbre acerca de la viabilidad y éxito de la iniciativa liderada por la Secretaría Munici-
pal de Trabajo y Empleo. Debe tenerse en cuenta además la dinámica de dicho órgano públi-
co, que incluye evaluación, diagnóstico, informe, decisión e implementación, un proceso mu-
chas veces demorado.
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El Planseq-Construcción Civil presentó también una característica curio-

sa: el planificador priorizó explícitamente el público femenino, a fin de 
quebrar los estereotipos de género asociados a las tareas en las obras como 
una actividad eminentemente masculina. Pero la buena intención chocó 
con resistencias de los propios agentes-objetivo: los empresarios del sector 
y las mujeres mismas, que no respondieron a la oferta lanzada por la Secre-
taría de Trabajo e Ingreso del Municipio.

Los «cuellos de botella» mencionados por las empresas de construcción 
incluyen el déficit de escolaridad y de fuerza física, el hecho de que las ca-
setas de obras solo prevén baños masculinos y el tipo de comportamiento 
y convivencia en esos espacios. Seguramente las trabas también partían de 
las propias mujeres, no de forma discursivamente presentable, sino por me-
dio de una práctica de trabajo que transfiere el cuidado al que está asociado 
la labor femenina hacia la esfera del trabajo mercantil. Ellas demoraban 
mucho más que los hombres para finalizar la terminación de los azulejos, lo 
que acarreaba quejas por parte de los empresarios. El atributo de rapidez 
en la realización de la tarea, exigido por el ritmo de la obra, contrasta con 
la preocupación de hacer las cosas bien, que puede ser interpretado como 
un atributo que deriva exactamente de la distancia, a la cual ellas están 
acostumbradas, del ritmo taylorista de ejecución de tareas.

Pero, por otro lado, no todo es negativo en ese comportamiento «lento»19, 
compensado por dos cualidades: primero, la preocupación por el ahorro de 
material; segundo, la limpieza en la realización de las tareas, donde los hom-
bres en general dejan el ambiente más sucio, exigiendo, por consiguiente, 
más dispendio de tiempo. El aprovechamiento de cualidades traídas de la 
esfera privada, en este caso, intenta introducir un elemento de relativización 
de la lógica económica dominante (que valora el ritmo acelerado y la produc-
tividad a toda costa), pero disimula mal la molestia con el fracaso de la apues-
ta a un nuevo paradigma en la oferta de cursos de cualificación (es la versión 
que la Secretaría de Trabajo e Ingreso da a la iniciativa de concebir un curso 
profesionalizante para mujeres de la construcción civil): de las treinta inscri-
tas, tan solo dos fueron intermediadas, es decir, llegaron hasta el final del re-
corrido del Planseq, y después finalmente desistieron.

El «cuello de botella» más decisivo parece ser, sin embargo, la incompa-
tibilidad entre las expectativas de la empresa con la cualificación ofrecida 
por el Planseq y el material humano que se dispone al final del período 
formativo.

En el caso de la Construcción Civil, las ayudantes, azulejistas y yeseras 
formadas no se encuadran en las exigencias de las empresas constructoras, 
tanto por su escolaridad, que es considerada baja (lo que afecta el desem-
peño de hasta las tareas más básicas del trabajo manual en las obras), como 
por la ausencia de habilidades que demandan fuerza física. Dicho «cuello 
de botella» es anterior al Planseq –por lo cual no se le puede atribuir la cau-
sa del fracaso– pero termina contaminando decisivamente el resultado de-

19  «Mientras tres empleados (hombres) ya habían terminado tres apartamentos, ella (la mu-
jer) todavía está intentando ver la mejor forma de asentar el azulejo en una pared de un 
baño» (operadora del Planseq, Secretaría Municipal de Trabajo e Ingreso).
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cepcionante en el final. Doscientas horas de curso, en estos casos, no son 
suficientes para cubrir la carencia de capacidades básicas que requieren las 
empresas. Muchas de las mujeres que pasaron por el entrenamiento no te-
nían experiencia previa, lo cual ya, de salida, contribuía a condenarlas al 
fracaso. Visto desde otro ángulo, con todo, doscientas horas de curso pare-
cían una eternidad para esa misma población, una vez que mucho de lo 
que era volcado como contenido tenía pocas oportunidades de ser efecti-
vamente absorbido: tenidas como personas en situaciones-límite de 
«empleabilidad»20, las receptoras del Bolsa Familia respondían al pre-con-
cepto sobre su situación desventajosa con una alta tasa de deserción del 
curso de la construcción civil.

En realidad, el foco en el Bolsa Familia21, como una imposición centra-
lizadora oriunda del formulador del PNQ, desorganiza las expectativas nor-
males de los principales agentes sociales. Desorganiza la expectativa del 
empresariado de emplear a los más capaces desde el punto de vista de la 
cualificación, y desorganiza también las expectativas de los sindicatos de 
reclutar más miembros para su base. El Estado fuerza un reacomodo en la 
distribución normal de las posiciones consolidadas de las instituciones 
(mercado y sindicatos), por eso es criticado desde ambos lados: el empre-
sariado encara a la población del Bolsa Familia como inútil para los propó-
sitos de la competitividad y productividad, mientras que los sindicatos 
(aunque cercanos políticamente a la orientación de la Secretaría Municipal 
de Empleo e Ingreso) dejan entrever que los graduados no sirven como 
base de movilización.

Además, como ya se ha hecho referencia más arriba, la cualificación 
cuenta. Las constructoras suelen traer su propia fuerza de trabajo y, con 
ello, se ven dispensadas de completarla con los egresados del curso. Aun-
que el Planseq haya pactado con las empresas participantes (por medio de 
la concertación social) el aprovechamiento de mano de obra local, el con-
traste de ésta con la fuerza de trabajo que las empresas traen consigo es 
desigual. Las compañías ya saben con qué pueden contar, porque confían 
que los trabajadores que ya han hecho obras con ellas son aptos para en-
frentar una más. Asimismo, la convivencia con el maestro de obras y el in-
geniero de la compañía ahorra tiempo de adaptación y entrenamiento, lo 
cual incluye los ajustes tácitos pero necesarios que el trabajo en la obra 
siempre exige. Todo esto introduce un elemento de previsibilidad y estabi-
lidad para las empresas de construcción civil, lo que vuelve inconveniente 
para ellas la contratación de novatas, recién salidas del Planseq, pues tal 
opción significaría empezar de cero. El mismo problema apareció en el 
curso de Metalurgia.

Este último fue el resultado de una sugerencia de la Comisión Munici-
pal de Concertación. Mientras el Planseq-Construcción Civil tuvo como 
público-objetivo la población del Bolsa Familia, en el Planseq-Metalurgia 
el público-objetivo era la población de trabajadores sujetos a la reestruc-
turación productiva, lo cual terminó orientando el foco hacia iniciativas 

20  Entrevista con operadora del Planseq.
21  Aplicable solo para el Planseq-Construcción Civil.
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de emprendedorismo, consideradas una forma alternativa de generación 
de empleo e ingreso. Subentendido está que, siendo la inclusión de esa 
población en la sociedad salarial difícil e improbable, se deben dejar 
abiertas soluciones que bordeen la barrera del mercado de trabajo. No 
obstante, como fue posible observar nítidamente, por medio de entrevis-
tas hechas a ex participantes del Planseq-Metalurgia, fue exactamente la 
participación en la sociedad salarial lo que movió las expectativas de los 
alumnos que siguieron el curso22.

El origen del «cuello de botella», en verdad, está mucho menos en el 
curso en sí, y más en las características sociales del público al que se desti-
na. Descrita como una población en situación de «vulnerabilidad», las ex
alumnas del Planseq-Construcción Civil tienen carencias educativas que las 
cerca de tres horas diarias de clase, durante poco más de tres meses, no 
logran atacar y superar integralmente. La distancia entre el perfil deseado 
por las empresas y la disponibilidad para una especie de dedicación ascéti-
ca orientada exclusiva o principalmente al trabajo no se acorta fácilmente. 
En el caso de las mujeres, los hechos son bastante conocidos, una vez que 
la literatura sobre la división sexual del trabajo ha insistido desde hace mu-
cho tiempo sobre las razones del desacompasamiento entre vida familiar y 
vida profesional (Kergoat, 1989; VVAA, 1987). Pero, en el caso de los hom-
bres (como dejó entrever el sector de metalurgia), la distancia también se 
verifica –aunque por razones de otra naturaleza–. La orientación para la 
formación continua y el aprendizaje que va sumando elementos más com-
plejos de entendimiento, a fin de posibilitar mayor desenvoltura en la reali-
zación de tareas profesionales, no depende de disposiciones innatas o 
mentales, sino que buena parte se debe a hábitos y prácticas extraídos de y 
reproducidos por la convivencia con los más cercanos, por ejemplo, y por 
la lógica del medio social al cual están expuestos los alumnos. El cálculo de 
hasta dónde se puede llegar con los muy pobres o «vulnerables», segura-
mente, no obedece al mismo raciocinio de los formuladores de planes de 
cualificación profesional. Limitados por la censura del discurso moral sobre 
la igualdad de oportunidades y las promesas de una educación esclarecida, 
los planificadores no están en condiciones de reconocer aquello que los 
empresarios dicen de forma ruda y abrupta, pero real: las chances de éxito 
en el sector, para los «vulnerables», son exiguas. Sería necesario que el pac-
to tripartito estableciera, para las empresas, una tarea casi civilizatoria de 
recuperar el tiempo perdido en lo concerniente a las carencias históricas –
que son de fondo social– de esa parte de la población.

Las empresas tratan, a su vez, de compensar la inefectividad de la coo-
peración, en los términos propuestos por el Estado, con inversiones en ac-
ciones «sociales» que corren por fuera del empleo y de la inclusión en el 
mercado de trabajo, tales como el compromiso con acciones comunitarias 
(en la localidad donde está ubicada la empresa), apoyo a proyectos de edu-

22  Entrevistas realizadas entre marzo y mayo de 2010. No fue posible añadir, dentro de los lí-
mites de este artículo, el rico material que advino de esa fuente, una vez que el foco aquí se ha 
restringido a los tres principales actores colectivos que participaron del proceso de concerta-
ción social. No obstante, se hará más adelante remisión al contenido de ese material.
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cación básica o de valorización de grupos con déficit de reconocimiento 
(exdetenidos, usuarios de drogas, poblaciones en situación de riesgo en 
general). En ningún caso, sin embargo, lo «social» incluye la relación salarial 
(Castel, 1998)23.

Por otra parte, es cierto también que determinadas cualificaciones están 
asociadas a ocupaciones o profesiones en declive y, por eso mismo, sin 
atractivo para posibles seguidores, sobre todo jóvenes. El razonamiento 
presupone la existencia de cierta cultura profesional u ocupacional según 
la cual la nueva generación es contaminada, ya sea por la valoración que 
atribuyen los mayores al trabajo que hacían, ya sea por la evaluación que el 
propio medio social hace de las ocupaciones y actividades, con sus respec-
tivos status. Un hijo de metalúrgico tendería a despreciar la oferta de un 
curso de carpintería o de albañilería, pues podría significar un descenso 
social24. Esa es una de las explicaciones para el embudo que se interpone 
entre el foco en el público-objetivo y su efectivo comprometimiento en el 
curso: convertir a aquella población en «educando» no es un proceso auto-
mático. Al contrario, la inversa parece ser la regla: la mayoría de las perso-
nas no está inmediata y desesperadamente en busca de cualquier oportu-
nidad de cualificación, a fin de entrar (o reentrar) en el mercado de trabajo. 
A diferencia de la imagen de un automatismo perfecto entre oferta y de-
manda de empleo, incluso entre una población «vulnerable», un bolsón fa-
miliar ampliado se anida en el camino recto que pasa por la empresa y por 
la escuela, posibilitando entender ciertos comportamientos, como la reali-
dad de las esperas o de retardo deliberado de la opción aparentemente más 
lógica: aprovechar las oportunidades que el Estado está ofreciendo.

Así, la distancia entre la realidad local y el deseo del planificador central 
reproduce una queja frecuente del estilo de política de corte más conserva-
dor, del tipo de arriba hacia abajo, típica del pasado, donde la sociedad 
civil no era escuchada. Orientado ahora por una visión de política pública 
más abierta a la participación de los actores (de allí la profusión de consejos 
y comisiones), no por ello las tensiones entre decisión e implementación se 
volvieron más manejables; al contrario, les plantean problemas complejos 
a las instancias del poder público, en especial las más descentralizadas, 
pues muchas veces estas últimas se encuentran expuestas a dos líneas de 
fuego: reconocen la legitimidad de la demanda del poder central, por un 
lado (mayor oportunidad de empleo para las mujeres, por ejemplo, en el 
caso de Planseq-Construcción Civil), y deben administrar las insuficiencias 
percibidas del lado de la acción a ser implementada (las empresas rechazan 
la oferta porque no se encuadra en sus expectativas de productividad; los 
jóvenes desempleados rechazan ciertas opciones profesionales). Los em-

23  Para las mujeres no aprovechadas para la Construcción Civil, fueron creadas cooperativas 
de torteras, de mucamas, y de cocineras de bocaditos para reventa; ellas también se organiza-
ron para crear una guardería en el barrio donde viven.
24  «Mi abuelo fue albañil y pobre, mi padre es albañil y siempre hemos vivido en la pobreza; 
quiero otra profesión para mí» (Relato de la operadora del Planseq de la Secretaría Municipal 
de Trabajo y Empleo). El estigma no siempre corresponde a la realidad, pues la de «albañil», 
por ejemplo, puede ser hoy una profesión rentable en el mercado de trabajo. Pero es la aso-
ciación simbólica lo que cuenta.
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presarios presentan sus razones, los sindicatos, las suyas; en el medio, el 
Planseq intenta encontrar una viabilidad, con el ejecutor municipal «persi-
guiendo al público»25.

4.3. � El Sindicato de Metalúrgicos del Municipio y la intermediación 
de mano de obra

El Sindicato de la rama en la que actuó el Planseq-Metalurgia evalúa la ex-
periencia como positiva, puesto que se ofreció un entrenamiento que bus-
caba suplir carencias del mercado, tal como la función de operador de hor-
no. El Sindicato tuvo participación directa en el curso, ya que el módulo de 
Ciudadanía fue dictado en su sede.

Pero los puntos negativos observados terminan tocando en el mismo pro-
blema de la incompatibilidad entre el contenido aprendido en el SENAI y 
aquel que se pone en práctica en el día a día. Las empresas no habrían facili-
tado en entrenamiento interno en sus propias dependencias, lo cual volvería 
el contenido final más efectivo y más próximo a la realidad del mercado de 
trabajo. El recelo, desde el punto de vista de las empresas, de dispendio de 
tiempo e instalaciones para formar una fuerza de trabajo que nadie asegura 
que no pudiera ser utilizada por su competencia, funcionó como obstáculo 
para involucrarse en el proyecto. La desconfianza minó la cooperación em-
butida en la idea de concertación. Solamente con un papel más activo en el 
entrenamiento de las funciones que son de hecho requeridas por los proce-
sos productivos de la rama, permitiendo una aclimatación in situ de uso de 
máquinas y herramientas, las empresas habrían contribuido a hacer del Plan-
seq más que una linda promesa. Sin la seguridad de que el recién graduado 
resultara de hecho apto para enfrentar su proceso de trabajo, y al mismo 
tiempo dificultado ese entrenamiento, las empresas habrían creado un círcu-
lo vicioso, que se ve reforzado por el hecho, ya mencionado, de que ellas 
prefieren aferrarse a criterios propios de contratación.

En añadidura, notan los sindicalistas que la concertación del empleo no 
puede llegar al punto de obligar a una empresa a absorber una mano de 
obra que ella considera ineficiente –haciendo ver que la libertad de contra-
tación es un importante limitante del modelo de gobernanza concebido por 
el órgano público.

Por otro lado, ellos admiten que volver el entrenamiento más «eficaz» sería 
igualmente problemático, desde el punto de vista de principios, dado que las 
empresas que cooperaran serían teóricamente aquellas que se beneficiarían 
con el programa, a expensas de las otras de la misma rama, ya que los entre-
nados tenderían a acudir a ella al final del periodo de formación. En suma, el 
dilema entre entrenamiento para el mercado y entrenamiento para una em-
presa determinada sería insoluble, tanto más porque el sector metalúrgico no 
está concentrado en la región, pudiendo un trabajador, en teoría, migrar de 
una a otra en condiciones de relativa igualdad de oportunidades.

25  Entrevista con operadora del Planseq en la Secretaría Municipal de Trabajo y Empleo. 
24.02.11.
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El Sindicato exige, al final, un papel menos de sugerencia y más de se-

guimiento de la ejecución del Planseq, a fin de garantizar que los compro-
misos asumidos por los aliados sean efectivamente implementados.

5. � El Curso Planseq-Metalurgia: Ciudadanía versus Trabajo

Una de las características interesantes tanto del Planseq como de los otros 
programas salidos del PNQ es que el entrenamiento efectuado por los órga-
nos estatales que poseen programas de empleo, ingreso e inclusión social no 
se limita solo a contenidos técnicos o propedéuticos, sino que contiene tam-
bién nociones de ciudadanía, ética y valores sociales (tales como la importan-
cia de la actividad del trabajo en la vida en sociedad, por ejemplo).

Sería interesante saber exactamente hasta qué punto tales contenidos son 
aprovechados por el cliente, es decir, las empresas que contratan a los trabaja-
dores entrenados. ¿Se apropian de tales contenidos realmente, de una forma o 
de otra, los ex participantes del curso y ahora trabajadores empleados en las 
empresas? ¿Las empresas que contratan a esos trabajadores practican tales va-
lores sociales? ¿Serían tales valores inhibidos cuando los egresados del entrena-
miento se involucraran regularmente en los procesos de trabajo? ¿Son acaso 
esos valores más pertinentes fuera de la experiencia de trabajo (en la familia, 
en la comunidad, en el círculo ampliado de amigos) que dentro de la fábrica?

En el mundo sindical, el debate sobre el contenido de los cursos de cualifi-
cación profesional –si debe enfatizar los aspectos técnicos y específicos de la 
función, o si debe privilegiar los aspectos formativos genéricos ligados necesa-
riamente a la actividad laboral; algo que en general opone la «formación para el 
trabajo» a la «formación para la ciudadanía»– es antiguo, y no es el caso de reto-
marlo aquí (ver, entre otros, Manfredi, 2006). En este artículo, el camino toma-
do es otro. Se va a intentar perseguir cómo el mismo dilema que alimenta aquel 
debate reaparece en una formulación popular, esto es, qué respuestas prácticas 
les dan los propios «destinatarios» de los programas de trabajo, empleo e ingre-
so a los programas a ellos dirigidos.

El resultado obtenido por medio de entrevistas con una selección de 
egresados del curso Planseq-Metalurgia26 es categórico: el módulo dedica-
do al tema ciudadanía, en las doscientas horas de curso en su única y última 
versión (2006), fue evaluado, en su mayoría, muy negativamente como 
«pérdida de tiempo» y como desajustado en relación al contenido «más im-
portante» o «principal», que era ofrecido en las dependencias del SENAI.

Eso no quiere decir, inmediatamente, tomar una posición en el debate 
entre «formación para el trabajo» versus «formación para la ciudadanía», sino 
tan solo resaltar que la valoración del empleo –y dentro de este, del empleo 
metalúrgico– responde a una expectativa de las clases populares que alía ele-
mentos materiales y simbólicos que son difíciles de desagregar el uno del otro: 
protección, salario razonable, ventajas asociadas a beneficios extra salariales, 
prestigio en la comunidad, posibilidad de carrera, relativa estabilidad y salida 

26  Véase nota 22 supra, y la sección 3.2. Diseño de la investigación.
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de la informalidad y de actividades sin registro de trabajo, donde los cálculos 
de mediano y largo plazos se vuelven más difíciles27. Todos esos elementos de 
un buen empleo, después de todo, aparecen con mucha más nitidez en los 
testimonios que las ventajas genéricas de una formación ciudadana.

Sin embargo, es importante destacar que el desperdicio de formación 
«ciudadana» del Planseq-Metalurgia no proviene solamente del propio be-
neficiario, sino quizás, más importante aún, de las propias empresas. Estas 
últimas no usarían todo el potencial del trabajador entrenado o registrado 
en los puestos de intermediación de mano de obra (en el caso del munici-
pio en cuestión, el Portal del Trabajador). Las razones para ello están rela-
cionadas con el propio estilo de modelo productivo seguido por ellas.

Desde inicios de los años 1990, empezaron a ser adoptadas por las em-
presas estrategias de producción «ajustada» o «ligera» (Womack et al., 1990): 
primero las grandes, multinacionales, las que mimetizaban los programas 
de gestión de sus casas matrices. A continuación, tales estrategias se disemi-
naron por pequeñas y medianas empresas, de modo que hoy ha devenido 
una suerte de sentido común del mundo corporativo o empresarial (voca-
bulario que invoca la calidad del producto, competencias, resultados, me-
tas, polivalencia, trabajo en grupo, subcontratación etcétera).

Si por un lado esos programas de gestión son altamente selectivos en lo 
que atañe a la fuerza de trabajo aprovechada, haciendo que la escolaridad 
y la formación profesional sean altamente valorizadas, por otro, desprecian 
cualquier tipo de orientación pública en su organización y efectos, los que 
se conciben como estrictamente vinculados a la cultura de la empresa o a 
su política corporativa particular. Así, tales estrategias de organización del 
trabajo refuerzan el registro privatista y, por lo tanto, las empresas no usa-
rían todo el potencial del trabajador entrenado o registrado en los puestos 
de intermediación de mano de obra, con su énfasis en la «educación para la 
ciudadanía». La visión del empleo que impera en esos ambientes está aso-
ciada no a la solidaridad o al civismo, sino a la competitividad, al riesgo y al 
test del mérito: un empleado compite con el otro, lo que se considera la 
forma normal de mantenerse en el mercado –no solo mantenerse el em-
pleado en el mercado de trabajo, sino también mantenerse la empresa en el 
mercado global de productos y servicios–. La naturalización de esas exigen-
cias oriundas del modelo productivo (DURAND, 2003), tan profundamente 
enraizadas en la vida cotidiana de las empresas –muy especialmente aque-
llas que son deseadas como destino profesional de los graduados del Plan-
seq–, debilita cualquier esfuerzo de incluir una comprensión más amplia 
del empleo como un derecho de la sociedad en relación al ciudadano.

6.  Conclusión

Se ha tratado de mostrar, en el presente artículo, que la ejecución de 
una política pública –en este caso la política de trabajo, empleo e ingre-
so– choca con determinantes que no están previstos en su punto de par-

27  Para la asociación entre «buen empleo» y el sector metalúrgico, véase Tomizaki (2007).
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tida. Esos determinantes tienen que ver con lo que se podría llamar «per-
sistencia social», en la medida en que responden a la sedimentación de un 
conjunto de valores, creencias, costumbres, prejuicios y juicios que están 
como «pegados» a la representación y práctica de los actores colectivos 
del mundo del trabajo, afectando así la posibilidad de concertación social. 
De esa forma, aparecen una serie de problemas y «nudos» que compleji-
zan la (buena) intención inicial de atacar de modo más integrado el de-
sempleo y la inclusión social.

No hay muchas investigaciones brasileñas sobre el destino de los egresa-
dos de los cursos de cualificación profesional. Menos aún sobre la relación 
entre los intereses privados colectivos (empresas y sindicatos) y los ex edu-
candos mismos. El aspecto distintivo de este trabajo de investigación en rela-
ción a los demás sobre el mismo tema (Saul et al., 2006a) tiene una dimen-
sión triple: en primer lugar, el empleo de una metodología cualitativa y un 
abordaje de caso (sectores específicos, una región específica) en lugar de 
un alcance más general pero pobre en profundización. En segundo lugar, el 
foco puesto en los actores, no solo en las políticas públicas e instituciones. En 
tercer lugar, el tratamiento de ese importante actor social que son las empre-
sas mismas que forman parte de los arreglos de concertación sobre el em-
pleo. A pesar de precaria debido a la dificultad de acceso, la fuente de datos 
oriunda de las empresas permite matizar las interpretaciones en términos de 
una opción más o menos comprometida de los sindicatos en cuanto a sus 
representados. En verdad, hay poco margen de maniobra para estos últimos 
frente a las tendencias de reestructuración de las empresas, tendencias que 
atraviesan tanto el Planfor como el PNQ. La breve consideración de ese actor 
social fue suficiente para corroborar que los esfuerzos de gobernanza del 
empleo pueden estar siendo minados desde el inicio por las relaciones de 
trabajo vigentes precisamente en las compañías más productivas y competi-
tivas, una vez que éstas se encuentran cada vez más influenciadas por el 
programa de producción flexible, «magra» e integrada (Durand, 2003).

Se han puesto de manifiesto, mediante la consideración de los Planseq 
Metalurgia y Construcción Civil, algunos de tales «nudos». Estos hacen refe-
rencia al desajuste existente entre comportamientos sociales que no obede-
cen a la misma temporalidad y lógica de funcionamiento: empresa, trabaja-
dores en busca de empleo, y Estado. Ello dificultaría la coordinación de los 
actores y, por lo tanto, la regulación del mercado de trabajo. Se espera que 
un análisis más profundo de las causas del tal descompás pueda proyectar 
luz sobre iniciativas venideras, a fin de calibrar satisfactoriamente esa tan 
importante política pública.
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